ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD – Contra los demandantes se adelantó proceso penal por los delitos de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo con los delitos de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado

El 30 de junio de 2004, mientras el señor Daniel Alejandro García Cerón se disponía a efectuar la consignación de una determinada suma de dinero en las instalaciones de la entidad bancaria Davivienda, (...) un grupo de personas se le acercaron y le sugirieron que les entregara el dinero con el fin de realizar el depósito de manera rápida. Uno de los clientes advirtió de los hechos al personal de seguridad, razón por la cual los delincuentes emprendieron la huida. Momentos después, María Ruth Segura Castañeda, Diana Marcela Monsalve Moreno, Héctor Meneses Molano y Juan Francisco Contreras Blum fueron detenidos. (...) El 24 de noviembre de 2004, la Fiscalía General de la Nación, Unidad Especializada de Terrorismo número 13, profirió resolución de acusación en contra de los sindicados, hoy en día actores, como posibles responsables a título de coautores de los delitos de concierto para delinquir, hurto calificado agravado y hurto agravado en el grado de tentativa. (...) La sentencia proferida por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá absolvió a los sindicados para lo cual fundamentó su decisión argumentando la atipicidad de la conducta, sin embargo, la Sala advierte que al analizar la providencia proferida por el juez penal se puede evidenciar que en últimas lo que quiso poner en evidencia fue la inexistencia del hecho.

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD – Competencia del Consejo de Estado por la causa petendi 

La Ley 270 de 1996 desarrolló la responsabilidad del Estado en los eventos de error jurisdiccional, defectuoso funcionamiento de la administración de justicia y privación injusta de la libertad. Además, fijó en cabeza de los tribunales administrativos la competencia para conocer de tales asuntos en primera instancia y, la segunda instancia, en el Consejo de Estado, sin consideración alguna relacionada con la cuantía. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la competencia del Consejo de Estado para conocer en segunda instancia de los asuntos relacionados con privación injusta de la libertad, consultar auto del 9 de septiembre de 2008; Exp. 34985, CP: Mauricio Fajardo Gómez.

FUENTE FORMAL: LEY 270 DE 1996 - ARTÍCULO 73 
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / LEGITIMACIÓN DE HECHO Y LEGITIMACIÓN MATERIAL – La primera surge de la formulación de los hechos y pretensiones de la demanda; la segunda, es presupuesto necesario para obtener una decisión favorable frente a sus intereses dentro del proceso 
La legitimación en la causa tiene dos dimensiones, la de hecho y la material. La primera surge de la formulación de los hechos y de las pretensiones de la demanda, por manera que quien presenta el escrito inicial se encuentra legitimado por activa, mientras que el sujeto a quien se le imputa el daño ostenta legitimación en la causa por pasiva. A su vez, la legitimación material es condición necesaria para, según corresponda, obtener decisión favorable a las pretensiones y/o a las excepciones, punto que se define al momento de estudiar el fondo del asunto, con fundamento en el material probatorio debidamente incorporado a la actuación. 

PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD – Debe analizarse la actuación que dio lugar a la medida restrictiva de la libertad / DAÑO ANTIJURÍDICO – Debe analizarse a la luz del artículo 90 de la Carta Política / PRINCIPIO IURA NOVIT CURIA – Le corresponde al juez encausar el título de imputación de responsabilidad del Estado 

La Corte Constitucional, en sentencia de unificación del 5 de julio de 2018, tras hacer un análisis exhaustivo de todas las normatividades previas aplicables, ratificó que el artículo 90 constitucional no estableció un régimen de imputación taxativo e inmutable, como tampoco impuso la aplicación de un título de imputación objetivo en aquellos casos en que se estudiara la privación injusta de la libertad a la que fue sometida una persona. Señaló que, la aplicación de un régimen de imputación objetivo, sin que medie un profundo examen de la decisión en la cual se determine si la restricción preventiva de la libertad fue inapropiada, irrazonable, desproporcionada o arbitraria, trasgrede un precedente constitucional con efecto erga omnes, como lo es la sentencia C-037 de 1996, la cual tuvo por objeto verificar la constitucionalidad de la Ley 270 de 1996. NOTA DE RELATORÍA: Sobre el régimen de imputación de responsabilidad del Estado, consultar sentencias de unificación de la Corte Constitucional de 5 de julio de 2008, Exp: T-6.304.188 y T-6.390.556, M.P. José Fernando Reyes Cuartas y frente a los presupuestos de la privación injusta de la libertad, consultar sentencias de la Corte Constitucional C-037 de 1996 y la SU-072 de 2018, así como la sentencia de unificación del Consejo de Estado de 15 de agosto de 2018; Exp. 46947; C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 
FUENTE FORMAL: LEY 270 DE 1996 / CONSTITUCIÓN POLÍTICA – ARTÍCULO 90

RESPONSABILIDAD SUBJETIVA – El presente asunto se analiza conforme criterios de razonabilidad, proporcionalidad y legalidad de la medida de aseguramiento / MEDIDA DE ASEGURAMIENTO – La medida de aseguramiento fue ilegal porque no se avino a los presupuestos legales / ABSOLUCIÓN DE LOS PROCESADOS – La Fiscalía General de la Nación contribuyó eficazmente a la producción del daño / FALLA DEL SERVICIO – Se acreditaron los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado

En criterio de la Sala, la medida de detención preventiva no cumplió con el requisito de legalidad, debido a que para el momento de su imposición, la Fiscalía General de la Nación Unidad Especializada de Terrorismo n.º 13 no contaba con los dos indicios graves que exigía el artículo 356 del C.P.P., vigente en el momento que ocurrieron los hechos. (...) En ese sentido, dado que la Fiscalía General de la Nación contribuyó eficazmente a la producción del daño, toda vez que durante la fase de investigación adoptó la medida de aseguramiento y, más adelante, profirió la resolución de acusación en contra de los capturados, basada, única y exclusivamente, en medios de prueba no idóneos y sin adelantar alguna actuación tendiente a corroborar las exculpaciones de los sindicados, resulta lógico concluir que aquella está llamada a responder por los perjuicios ocasionados a los demandantes. (...) [L]a Sala concluye que se acreditaron los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado, esto es, el daño y la imputación a la entidad demandada, a título de falla del servicio (...).

FUENTE FORMAL: LEY 600 DE 2000 - ARTÍCULO 355 / LEY 600 DE 2000 - ARTÍCULO 356 / LEY 600 DE 2000 - ARTÍCULO 357 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA – No acreditada

[L]a Sala carece de elementos en los que pueda estructurar el daño antijurídico causado a los actores sobre la base de la conducta de los demandantes, por tal razón, no se encuentra probada la culpa de la víctima.

RESPONSABILIDAD DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y NO DE LA RAMA JUDICIAL – Absuelve a la Rama Judicial por no haber proferido la decisión que irrogó daños a los demandantes

Por otra parte, el artículo 354 de la Ley 600 del 2000 estableció la definición de la situación jurídica de los capturados como un deber en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, así como la actuación que adelantó el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá fue de la proferir el fallo en la cual declaró la inexistencia de la conducta de los sindicados, razón por la cual se debe exonerar de responsabilidad a la Nación – Rama Judicial.

FUENTE FORMAL: LEY 600 DE 2000 - ARTÍCULO 354
INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS MORALES POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD - Criterios reiterados jurisprudencialmente para su tasación en casos de privación injusta de la libertad / PERJUICIOS MORALES POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD - Baremos indemnizatorios que orientan la decisión del juez. Reiteración jurisprudencial / PERJUICIOS MORALES POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD - Conforme al tiempo de detención y el nivel de cercanía afectiva con la víctima directa / PERJUICIOS MORALES POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD - Deber del juez de valorar las circunstancias particulares en cada proceso 

[R]especto del quantum indemnizatorio, se ha establecido que el juez, según su prudente juicio, analizará las particularidades de cada caso en concreto, pudiendo acudir como guía de la tasación del mismo, a los criterios de unificación contenidos en la sentencia del 28 de agosto de 2014. NOTA DE RELATORÍA: Sobre los criterios jurisprudenciales para tasación de perjuicios morales por privación injusta de la libertad, consultar sentencia de 28 de agosto de 2014, Exp. 36149, CP. Hernán Andrade Rincón (E).

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS - Se confirman las sumas otorgadas por concepto de perjuicios morales y de lucro cesante / PREJUICIOS MATERIALES - Lucro cesante y daño emergente / DAÑO EMERGENTE / LUCRO CESANTE – En casos de privación injusta de la libertad / PRESUNCIÓN – Reiteración jurisprudencial. Toda persona en edad productiva devenga, a lo sumo, el SMLMV / PRESUNCIÓN – No se reconoce el 25% correspondiente a prestaciones sociales por no acreditar vinculación laboral / 

Tal y como lo ha puesto de presente esta Subsección, el reconocimiento de perjuicios materiales en casos de privación de la libertad o de restricción jurídica de la libertad dependerá de las probanzas del proceso, en este caso, de lo que la parte demandante logre demostrar que debió asumir como consecuencia del proceso penal que afrontó, en razón de la medida de aseguramiento de la que fue objeto de manera injusta. (...) A juicio de la Sala, estas declaraciones permiten establecer que, antes de ser detenidos, los mencionados actores desarrollaban una actividad productiva, pero como las pruebas que obran en el expediente no son suficientes para acreditar el monto que aquellos devengaban por su actividad laboral, la Sala aplicará la regla jurisprudencial según la cual toda persona que se encuentre en edad productiva devenga, por lo menos, el salario mínimo legal vigente.

CONDENA EN COSTAS – No hay lugar a condena en costas cuando no se actúa con temeridad o mala fe

En vista de que no se observa en este caso temeridad o mala fe en el actuar de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas, de conformidad con lo previsto en el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998.

FUENTE FORMAL: LEY 446 DE 1998 – ARTÍCULO 55 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 171 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO (E)
Bogotá, D. C., veinticuatro (24) de enero de dos mil diecinueve (2019)

Radicación número: 25000-23-26-000-2009-00051-01(43403)

Actor: HÉCTOR MENESES MOLANO Y OTROS 

Demandado: NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTRO

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (Sentencia)
Temas: DAÑOS DERIVADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA - Por privación injusta de la libertad / FALLA EN EL SERVICIO –La imposición de la medida de aseguramiento no fue razonable ni legal / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS MORALES POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD - Parámetros jurisprudenciales para su tasación.

Corresponde a la Sala pronunciarse sobre el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 12 de octubre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, que denegó las pretensiones de la demanda por cuanto la parte actora no aportó las pruebas necesarias para demostrar el daño endilgado a las entidades demandadas. 
I. A N T E C E D E N T E S

1. La demanda 

En escrito presentado el 5 de agosto de 2009
, en ejercicio de la acción de reparación directa, María Ruth Segura Castañeda, quien actúa en nombre propio y en representación de su hijo menor de edad Noslen Andrés Triviño Segura, Diana Marcela Monsalve Moreno, Yelitson Martínez Gómez, quien actúa en nombre propio y en representación de su hijo menor de edad Brandon René Martínez Marín, Héctor Meneses Molano y Juan Francisco Contreras Blum interpusieron demanda contra la Nación–Rama Judicial y la Nación-Fiscalía General de la Nación, con el fin de que se les declarara administrativa y patrimonialmente responsables de los perjuicios a ellos causados, con ocasión de la privación de la libertad a la que fueron sometidos Diana Marcela Monsalve Moreno, María Ruth Segura Castañeda, Héctor Meneses Molano, Yelitson Martínez Gómez y Juan Francisco Contreras Blum desde el 30 de junio de 2004 hasta el 15 de mayo de 2007. Las siguientes son las pretensiones de la demanda (se transcribe de forma literal): 

“PRIMERA: Que la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÌA GENERAL DE LA NACIÒN, son administrativamente responsables por los daños y perjuicios causados a los señores DIANA MARCELA MONSALVE MORENO, MARÍA RUTH SEGURA CASTAÑEDA, HÉCTOR MENESES MOLANO, YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ Y JUAN FRANCISCO CONTRERAS BLUM, como consecuencia de la detención arbitraria ordenada por la Fiscalía General de la Nación Unidad Especial de Terrorismo Despacho 13, como coautores de los presuntos delitos de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo con los delitos de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado, detenidos en un centro de reclusión en forma arbitraria e injusta desde el día 30 de junio de 2004 hasta el 15 de mayo de 2007, fecha en la cual recobraron su libertad por decisión del Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá D.C., providencia con fecha 07 de mayo de 2007, mediante el cual se les declaró inocentes de todos los cargos imputados, en total 34 meses y 15 días estuvieron encarcelados.

“SEGUNDA: Que la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÌA GENERAL DE LA NACIÒN, son administrativamente responsables por los daños y perjuicios causados al menor NOSLEN ANDRÈS TRIVIÑO SEGURA, quien nació el día 01 de abril de 1999 y es hijo de MARÌA RUTH SEGURA CASTAÑEDA, a raíz de su detención arbitraria ordenada por la Fiscalía General de la Nación Unidad Especial de Terrorismo Despacho 13, como coautora del presunto delito de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo  con el delito de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado, en total 34 meses y 15 días estuvieron encarcelados.

“TERCERA: Que la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÌA GENERAL DE LA NACIÒN, son administrativamente responsables por los daños y perjuicios causados al menor BRANDON RENÉ MARTÍNEZ MARÍN, quien nació el día 14 de junio de 1995 y es hijo de YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ, a raíz de su detención arbitraria ordenada por la Fiscalía General de la Nación Unidad Especial de Terrorismo Despacho 13, como coautor del presunto delito de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo  con el delito de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado, en total 34 meses y 15 días estuvieron encarcelados.

“CUARTA: Que como consecuencia de las anteriores declaraciones se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar a los señores DIANA MARCELA MONSALVE MORENO, MARÍA RUTH SEGURA CASTAÑEDA, HÉCTOR MENESES MOLANO, YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ Y JUAN FRANCISCO CONTRERAS BLUM, para cada uno de ellos, la suma de ($15.000.000) o la cantidad que se determine por dictamen pericial, por concepto de los perjuicios materiales (salarios dejados de percibir), al estar treinta y cuatro (34) meses quince (15) días, detenidos en un centro de reclusión en forma arbitraria e injusta desde el día 30 de junio de 2004 hasta el 15 de mayo de 2017.

“QUINTA: Que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial), a pagar a la señora DIANA MARCELA MONSALVE MORENO, la suma de CINCUENTA MILLONES DE PESOS ($50.000.000) o la cantidad que se determine por dictamen pericial, por concepto de los perjuicios materiales, al perder el apartamento de su propiedad, por encontrarse detenida durante 34 meses y 15 días en la cárcel El Buen Pastor de Bogotá D.C., inmueble identificado con matricula inmobiliaria número 300 – 148135, ubicado en la carrera 33 No. 117 – 65 Apartamento 201 – A bloque V – A del Conjunto “NIZA V ETAPA” de la ciudad de Bucaramanga, de acuerdo con los hechos que más adelante narraré.

“Ya que como se puede ver en la anotación 17 del Certificado de Tradición y  Libertad del folio de matrícula inmobiliaria número 300 – 148135, el Juzgado 17 Civil Municipal de Bucaramanga, dentro del proceso adelantado por el Conjunto Residencial V ETAPA, con radicación número 2003 – 0170, se ordenó medida cautelar por el Juzgado de conocimiento mediante oficio No. 456 del 22 de febrero de 2006 y luego en la anotación No. 19 del mismo Juzgado 17 Civil Municipal de Bucaramanga, por remate en pública subasta la despojaron del bien inmueble y se lo adjudicaron a EDINSON GÓMEZ ORDÓÑEZ.

“SEXTA: Que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar a los señores DIANA MARCELA MONSALVE MORENO, MARÍA RUTH SEGURA CASTAÑEDA, HÉCTOR MENESES MOLANO, YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ Y JUAN FRANCISCO CONTRERAS BLUM, para cada uno de ellos, la suma de ($5.000.000), por concepto de los perjuicios materiales, honorarios pagados a un abogado defensor utilizados para su defensa ante la Fiscalía General de la Nación Unidad Especializada de Terrorismo Despacho 13 y ante el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá D.C.

“SÉPTIMA: Que se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar a los señores DIANA MARCELA MONSALVE MORENO, MARÍA RUTH SEGURA CASTAÑEDA, HÉCTOR MENESES MOLANO, YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ Y JUAN FRANCISCO CONTRERAS BLUM el equivalente a CIEN (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes, para cada uno de ellos, por concepto del daño moral causado por la detención arbitraria ordenada por la Fiscalía General de la Nación Unidad Especial de Terrorismo Despacho 13, como coautores de los presuntos delitos de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo con los delitos de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado, detenidos en un centro de reclusión en forma arbitraria e injusta desde el día 30 de junio de 2004 hasta el 15 de mayo de 2007, en total 34 meses y 15 días.

“OCTAVA: Que se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar a NOSLEN ANDRÉS TRIVIÑO SEGURA, quien nació el día 01 de abril de 1999 y es hijo de MARÌA RUTH SEGURA CASTAÑEDA, quien lo representa, el equivalente a CIEN (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes, por concepto del daño moral causado a raíz de la detención arbitraria de su madre, ordenada por la Fiscalía General de la Nación Unidad Especial de Terrorismo Despacho 13, como coautora del presunto delito de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo con los delitos de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado, detenidos en un centro de reclusión en forma arbitraria e injusta desde el día 30 de junio de 2004 hasta el 15 de mayo de 2007, en total 34 meses y 15 días.

“NOVENA: Que se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar a BRANDON RENÉ MARTÍNEZ MARÍN, quien nació el día 14 de junio de 1995 y es hijo de YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ, quien lo representa, el equivalente a CIEN (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes, por concepto del daño moral causado a raíz de la detención arbitraria de su padre, ordenada por la Fiscalía General de la Nación Unidad Especial de Terrorismo Despacho 13, como coautor del presunto delito de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo con los delitos de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado, detenidos en un centro de reclusión en forma arbitraria e injusta desde el día 30 de junio de 2004 hasta el 15 de mayo de 2007, en total 34 meses y 15 días.
“DÉCIMA: Que se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar a los señores DIANA MARCELA MONSALVE MORENO, MARÍA RUTH SEGURA CASTAÑEDA y a su hijo menor NOSLEN ANDRÉS TRIVIÑO SEGURA, HÉCTOR MENESES MOLANO, YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ y a su hijo menor BRANDON RENÉ MARTÍNEZ MARÍN Y JUAN FRANCISCO CONTRERAS BLUM los valores que resulten de la condena solicitada en los puntos anteriores, en forma actualizada o ajustada tomando como base para ello el índice de precios al consumidor o al por mayor. 

“DÉCIMA PRIMERA: Que se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Dirección Ejecutiva de Administración Judicial) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, al pago del interés legal, a una tasa del seis por ciento (6%) anual, o su equivalente mensual sobre la suma que resulte de la sumatoria del daño material y el daño emergente o sobre la cantidad que determine el dictamen pericial.

“DÉCIMA SEGUNDA: Que se condene a la NACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA (Sala) – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, a pagar al menor NOSLEN ANDRÉS TRIVIÑO SEGURA hijo de MARÍA RUTH SEGURA CASTAÑEDA y al menor BRANDON RENÉ MARTÍNEZ GÓMEZ a través de sus representantes legales, el equivalente a CIEN (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes, para cada uno de ellos por el daño fisiológico causado por los demandados, al detener o privar de su libertad injustamente a la señora MARÍA RUTH SEGURA CASTAÑEDA y YELITSON MARTÍNEZ GÓMEZ padres de los menores, con quien comparte su vida, sus ratos de esparcimiento, con quien labra un futuro para su núcleo familiar, el no estar al lado de su madre y padre por este lapso le causó zozobra y la confianza depositada en la Institución Fiscalía se desplomó hasta tal punto de no creer hoy en la justicia; la falta de su madre y padre  respectivamente estos 34 meses y 15 días que estuvieron privados de su libertad, no les permitió gozar de su amor, y todo lo que se desprende de este sentimiento. Qué no decir de la angustia y el dolor de estos menores, al no tener a su madre y padre, quienes son sus ídolos y mentores con el que compartían sus ratos de ocio, el no poder hacer sus tareas, al lado de su padre y madre debe cuantificarse por su Despacho.

“DÉCIMA TERCERA: Que, además, LA NACIÓN-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, son solidariamente responsables de las costas que genera la instauración y trámite del presente proceso contencioso administrativo y por lo tanto serán condenadas a su pago”
.

2. Los hechos 

Como fundamento fáctico de la demanda, el apoderado de los demandantes expuso los hechos que se sintetizan a continuación:

El 30 de junio de 2004, en las instalaciones de Davivienda ubicadas en la carrera 13 con calle 60 de Bogotá, se presentaron sucesos que dieron a entender al servicio de vigilancia que varias personas pretendían hurtar dinero a un usuario de la entidad bancaria.

Manifestó que, según lo expuesto en la noticia criminal, los hoy demandantes fueron quienes supuestamente hurtaron al señor Daniel Alejandro García Cerón una suma de dinero utilizando la estrategia de colaborarle para agilizar la operación.

Ese mismo día, los señores Diana Marcela Monsalve Moreno, María Ruth Segura Castañeda, Héctor Meneses Molano, Yelitson Martínez Gómez y Juan Francisco Contreras Blum fueron capturados.

El 24 de noviembre de 2004, el despacho 13 de la Unidad Especializada de Terrorismo profirió resolución de acusación en contra de los demandantes a título de coautores de los delitos de concierto para delinquir en concurso homogéneo y sucesivo con los delitos de hurto agravado en la modalidad de tentativa y hurto calificado y agravado, la cual fue confirmada mediante providencia del 11 de abril de 2005 de la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá.

El 7 de mayo de 2007, el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá profirió sentencia de primera instancia y absolvió de los cargos imputados a los sindicados por ausencia de material probatorio concluyente que comprometiera su responsabilidad penal.

Como consecuencia, el juez de conocimiento ordenó la libertad de los demandantes, los cuales fueron privados de la libertad durante treinta y cuatro (34) meses y quince (15) días.

Sin perjuicio de lo reseñado, manifestó que la privación de la libertad a la que fueron sometidos los actores fue producto de una actuación arbitraria de las entidades demandadas al no contar con suficiente material probatorio y constituyó una carga inaceptable que no estaban en el deber de soportar.

Se concluyó en el libelo introductorio, que como resultado de la privación se produjo afectaciones al entorno familiar de cada uno de los demandantes, los cuales tenían a su cargo personas que dependían de ellos económica y sentimentalmente.

3. Trámite en primera instancia 

Mediante auto del 4 de septiembre de 2009
, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca inadmitió la demanda interpuesta para que, en el término de 5 días, la parte actora corrigiera los poderes conferidos al abogado, ya que carecían de los requisitos y formalidades legales para su otorgamiento, de acuerdo con lo previsto en el artículo 143 del Código Contencioso Administrativo.

En memorial del 22 de septiembre de 2009, el apoderado de la parte actora subsanó parcialmente la demanda y manifestó que Brandon René Martínez y Noslen Andrés Triviño Segura desistían de la misma, puesto que les fue imposible a sus padres allegar poder para su representación
.

En providencia del 7 de octubre de 2009
, el Tribunal a quo rechazó la acción incoada por Yelitson Martínez Gómez, no corrigió la demanda dentro de la oportunidad correspondiente; el fallador no encontró identidad entre la persona que suscribió el poder otorgado al abogado y quien realizó la presentación personal y suscribió la demanda
.

Contra la anterior decisión, no se interpusieron recursos.

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda incoada frente a los demás actores
, decisión que fue notificada en debida forma al Director Ejecutivo de Administración Judicial y al Fiscal General de la Nación
.
La Fiscalía General de la Nación contestó la demanda y se opuso a la prosperidad de las pretensiones. Adujo que, de conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado, para declarar la responsabilidad estatal era necesaria la configuración de una omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio, circunstancia que no ocurrió en el presente asunto, puesto que esa entidad actuó bajo los parámetros establecidos por la Constitución, la Ley y las demás disposiciones sustanciales y procedimentales vigentes para la época de los hechos, lo que impidió un indebido funcionamiento de la administración de justicia o un error judicial.

Esta entidad también descartó la responsabilidad objetiva de la entidad, pues no existió un daño especial o el ejercicio de actividades peligrosas, ya que las pretensiones se originaron en la prestación del servicio de la administración de justicia
.

La Nación - Rama Judicial contestó el libelo introductorio
 y se opuso a las pretensiones esgrimidas por los accionantes. Manifestó que no existió responsabilidad subjetiva por falla en el servicio por error jurisdiccional o por privación injusta de la libertad como consecuencia de la conducta desplegada por los operadores judiciales de esa entidad (se transcribe de forma textual):
“(…) los hechos que dieron origen a la medida de aseguramiento de los actores, se desarrollaron en la etapa de instrucción que corresponde a la Fiscalía General de la Nación en vigencia del procedimiento señalado en la Ley 600 del 2000, trámite en el cual, no tenía ninguna injerencia la Rama Judicial, razón por la cual, no está obligada al resarcimiento de los perjuicios que pretende la parte demandante”.

Propuso las excepciones que denominó:

i) “Falta de legitimación por pasiva”, con fundamento en que la Ley 600 del 2000 estableció un sistema mixto con tendencias inquisitivas en el que le corresponde al ente acusador dirigir el proceso en la etapa sumaria y, como consecuencia, facultó a la Fiscalía General de la Nación para resolver con autonomía las medidas restrictivas de la libertad, procedimiento en el cual no fueron partícipes los jueces penales. 
ii) “Ausencia de causa pretendi”, toda vez que las actuaciones que se adelantaron en desarrollo de la investigación fueron ajustadas al marco legal, pues las providencias que se profirieron se notificaron en debida forma y con el respeto de los derechos y garantías fundamentales de los acusados.

Surtido el trámite de rigor y practicadas las pruebas decretadas
, el 30 de junio de 2011, el a quo corrió traslado a las partes para alegar de conclusión
. 

El extremo demandante puso de presente que el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá consideró que no existía certeza sobre la comisión del delito que se les imputaba a los capturados y, como consecuencia, no se podía determinar que había sido cometido por los hoy demandantes.

Así mismo, señaló que la privación de la libertad de la que fueron víctimas los actores se prolongó por un lapso de 34 meses y 15 días, lo cual había implicado una violación evidente al principio constitucional de la presunción de inocencia.

Por otra parte, indicó que si bien el Estado tiene la facultad de investigar a los ciudadanos, este atributo no puede ser considerado como absoluto, por cuanto debe mediar material probatorio que sustente los hechos, lo cual no ocurrió en la investigación que se adelantó en contra de la parte actora, donde solo obraba la denuncia.

Reiteró las consecuencias de la privación injusta de la que fueron víctimas cada una de las personas que componen la parte demandante y manifestó que estas se produjeron como consecuencia del actuar negligente de la Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación.

Tras hacer un recuento de la jurisprudencia proferida por esta Corporación en lo concerniente al error judicial, finalmente expuso que la Fiscalía que adelantó la investigación en su contra cometió un gravísimo error, ya que como se concluyó en el proceso penal, la conducta imputada no fue cometida por quienes actúan en calidad de actores en el sub judice
.

Por su parte, la Fiscalía General de la Nación reiteró los argumentos esgrimidos en la contestación de la demanda y agregó que la detención preventiva de los demandantes no fue injusta ni desproporcionada, dado que al momento de proferir las medidas de aseguramiento en su contra, se reunieron los requisitos exigidos por el ordenamiento legal, como lo son los graves hechos indicadores que comprometían su responsabilidad penal.

Manifestó que en el presente caso se presentaron los eximentes de responsabilidad por el hecho de un tercero, consistente en las denuncias efectuadas por los señores Daniel Alejandro García Cerón y Faber Leonardo Benítez y la culpa exclusiva de la víctima, toda vez que la defensa de los capturados no hizo uso de los recursos que la ley contempla contra la decisión proferida por el juez a través de la cual se decretó la medida de aseguramiento.

Del mismo modo, consideró que los sindicados estaban en el deber de soportar el actuar del ente acusador y, por ende, el daño que la parte actora alega no tiene el carácter de antijurídico, ya que no se produjo como consecuencia de una privación injusta.

Por último, arguyó que si se partiera del hecho de que en cada caso que se absolviera se compromete la responsabilidad patrimonial del Estado, la Fiscalía no podría adelantar sus investigaciones con autonomía y conllevaría al desconocimiento de la potestad punitiva
.

4. Sentencia de primera instancia
El 12 de octubre de 2011, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B profirió sentencia
.

Consideró que la Nación – Rama Judicial participó en los hechos que dieron origen a la formulación de la demanda de reparación directa y, por ende, no prosperaba la excepción que propuso en la contestación de la demanda, relativa a falta de legitimación en la causa.

El Tribunal a quo argumentó que, si bien en el proceso no obran las resoluciones de acusación proferidas por la Fiscalía General de la Nación, Unidad Especializada de Terrorismo n.º 13, lo cierto es que en la sentencia dictada por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá el 7 de mayo de 2007 se hizo mención a ellas y, como consecuencia, se puede determinar la existencia del hecho con base en lo manifestado en esa providencia.

Sin embargo, consideró que el acervo probatorio aportado en el proceso era insuficiente para determinar el daño, puesto que no se allegó la certificación de los centros penitenciarios y carcelarios donde estuvieron recluidos los demandantes que dieran constancia del tiempo en que los actores estuvieron privados de la libertad 

Sostuvo la providencia (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores):

“(…) Así las cosas, y de las circunstancias arriba mencionadas se encuentra que las mismas impidieron a esta corporación tener certeza sobre el tiempo de la privación de la libertad, encontrándose huérfanos de uno de los elementos esenciales para estudiar la responsabilidad del estado como lo es “EL DAÑO”, pues en la demanda se enfatizó sobre la injusta privación de la libertad de que fueron objeto los señores HÉCTOR MENESES MOLANO, JUAN FRANCISO CONTRERAS BLUM, DIANA MARCELA MONSALVE MORENO y MARÍA RUTH SEGURA, y contrario a ello, esta situación no se probó (…)”.

5. El recurso de apelación 
La parte actora interpuso recurso de apelación
 contra la anterior decisión, oportunidad en la que indicó que el daño reclamado sí se había probado con la copia de la sentencia proferida por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá, los testimonios y demás documentos que obran en el expediente y solicitó se les diera pleno valor probatorio en los siguientes términos (se transcribe de forma textual):

“(…) El Juez 29 Penal del Circuito de Bogotá D.C, absuelve a mis poderdantes en sentencia de fecha 07 de mayo de 2007, la cual cobró ejecutoria el 15 de mayo de 2007, por cuanto las conductas endilgadas como punibles no fueron cometidas por ellos.

“Existe entonces error judicial (privación injusta de la libertad), por parte del Despacho 13 de la Fiscalía General de la Nación, pues la resolución de acusación no está basada en pruebas allegadas al proceso, esa resolución es contraria a derecho, el sustento probatorio fue tan precario que el fallador de instancia no tuvo otra posibilidad diferente a la de absolverlos y no por duda razonable, sino porque no existieron probanzas que incriminaran a mis poderdantes, entonces se determinó que las conductas endilgadas por la Fiscalía Despacho 13, no fueron cometidos por mis prohijados (…)
”.

Reiteró las afectaciones económicas y familiares que cada uno de los demandantes tuvo que afrontar como consecuencia de la privación de la libertad a la que fueron sometidos, por lo cual se refirió al apartamento que la señora Diana Marcela Monsalve Moreno tenía en Bucaramanga, pero al no poder estar presente en el proceso que adelantó el Juzgado 17 Civil de Bucaramanga con número de radicación 2003 - 0170 y pagar las cuotas de administración fue adjudicado mediante remate.

Consideró que de la providencia proferida por el Juzgado 29 del Circuito de Bogotá se puede evidenciar que los actores fueron privados de la libertad, y de no llegarse a esa conclusión es como considerar que el fallo proferido por ese juzgado era falso.

Por lo anterior, expuso que del acervo probatorio que obra en el expediente y toda vez que la Fiscalía no se opuso al hecho de que los actores fueron privados de la libertad, no es posible considerar la certificación a la que hizo mención el Tribunal a quo como el único medio de prueba para concluir la existencia del daño.

Finalmente, recalcó que la privación injusta de la libertad a la que fueron sometidos los demandantes por espacio de casi tres años ordenada por el despacho 13 de la Unidad Especializada de Terrorismo fue injusta, desproporcionada, arbitraria y violatoria de los principios constitucionales de la libertad y la presunción de inocencia.

6. Trámite en segunda instancia
El recurso presentado fue admitido por esta Corporación mediante auto del 13 de abril de 2012
. Posteriormente, a través de providencia del 8 de agosto de 2012, se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo
.
La Nación – Rama Judicial insistió en que los hechos en los cuales se fundamentó la demanda de reparación directa fueron adelantados en etapa de instrucción por la Fiscalía General de la Nación y la única actuación que surtió la entidad fue a través del Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá, el cual cumplió con su deber legal y con base en la resolución de acusación adelantó la etapa de juzgamiento
.

La Fiscalía General de la Nación solicitó que se confirmara el fallo de primera instancia, pues no podía considerarse que las medidas de detención preventiva impuestas a los señores Diana Marcela Monsalve Moreno, Héctor Meneses Molano, María Ruth Segura Castañeda y Juan Francisco Contreras Blum fueran injustas, desproporcionadas o arbitrarias, ya que, por el contrario, se dictaron con fundamento en los parámetros establecidos por la ley penal –sin que haya aclarado a cuál se refería- y en las pruebas aportadas durante la investigación.

Manifestó que para la imposición de medidas de aseguramiento no era necesario que existieran en el proceso pruebas que brindaran certeza respecto de la responsabilidad penal del sindicado, en el sentido que ese grado de convicción solo se requería para proferir sentencia condenatoria
.
El extremo demandante reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso de apelación
.

Por su parte, el Ministerio Público guardó silencio
.

Mediante auto del 2 de noviembre de 2016
, esta Subsección decretó como prueba de oficio la certificación expedida por el INPEC que permitiera evidenciar si los señores Héctor Meneses Molano, Juan Francisco Contreras Blum, Diana Marcela Monsalve Moreno y María Ruth Segura fueron privados de la libertad y durante cuánto tiempo.

7. Impedimento 

Mediante auto del 13 de febrero de 2015, el consejero Ramiro Pazos Guerrero manifestó su impedimento para conocer del asunto de la referencia, por hallarse incurso en la causal prevista en el numeral segundo del artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, dado que participó en primera instancia de la decisión, en su condición de magistrado del Tribunal Administrativo de Cundinamarca
.

El 24 de octubre de 2015, el Despacho declaró fundado el impedimento manifestado y dispuso separar al consejero del conocimiento del presente asunto
.

II. C O N S I D E R A C I O N E S 

1. Competencia

La Sala es competente para resolver el sub judice, iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa, en atención a la naturaleza del asunto. La Ley 270 de 1996 desarrolló la responsabilidad del Estado en los eventos de error jurisdiccional, defectuoso funcionamiento de la administración de justicia y privación injusta de la libertad. Además, fijó en cabeza de los tribunales administrativos la competencia para conocer de tales asuntos en primera instancia y, la segunda instancia, en el Consejo de Estado, sin consideración alguna relacionada con la cuantía
.
2. Ejercicio oportuno de la acción

Al tenor de lo previsto en el numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, la acción de reparación directa debe instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, de la omisión, de la operación administrativa o de la ocupación permanente o temporal de inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa.

Tratándose de acciones de reparación directa por privación injusta de la libertad, la jurisprudencia reiterada del Consejo de Estado ha considerado que el término de caducidad se empieza a contar a partir del día siguiente a la ejecutoria de la providencia que precluyó la investigación, de la sentencia absolutoria o desde el momento en que quede en libertad el procesado, lo último que ocurra, momento a partir del cual se configura el carácter injusto de la limitación del derecho a la libertad
.

En el caso sub examine, la demanda se originó en el daño alegado por los actores consistente en la privación de la libertad que soportaron dentro de una investigación penal que se adelantó en su contra.

En el expediente reposa copia de la sentencia proferida el 7 de mayo de 2007 por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá
, por medio de la cual fueron absueltos Diana Marcela Monsalve Moreno, Héctor Meneses Molano, María Ruth Segura Castañeda y Juan Francisco Contreras Blum y la respectiva constancia de su ejecutoria emanada de la secretaría de ese juzgado, indicando que esa providencia quedó en firme el 15 de mayo de 2007
.

De conformidad con lo dispuesto por las Ley 446 de 1998 
 y la Ley 640 de 2001
, vigentes para el momento de interposición de la demanda, el término de caducidad de la acción se suspende cuando se presenta una solicitud de conciliación extrajudicial en derecho, por lo que en este punto cobra relevancia señalar que, el 27 de abril de 2009, faltando diecinueve días para vencerse los dos años de caducidad de la acción, la parte actora presentó la solicitud ante la Procuraduría Décima Judicial Administrativa.
En cumplimiento de lo señalado en los artículos 20 y 21 de la Ley 640 de 2001
, se suspendió el respectivo cómputo hasta el 28 de julio de 2009, tras declararse terminado el trámite de conciliación extra judicial, dado que habían transcurrido tres meses sin que fuera posible llevar a cabo la audiencia de conciliación
. Al día siguiente se reanudó el término faltante para cumplir los dos años de caducidad de la acción –diecinueve días- el cual finalizó el 18 de agosto de 2009
. Así las cosas, al haberse impetrado la demanda el 5 de agosto de 2009
, se concluyó que la acción se interpuso dentro del término legal. 

3. Legitimación en la causa

La legitimación en la causa tiene dos dimensiones, la de hecho y la material. La primera surge de la formulación de los hechos y de las pretensiones de la demanda, por manera que quien presenta el escrito inicial se encuentra legitimado por activa, mientras que el sujeto a quien se le imputa el daño ostenta legitimación en la causa por pasiva. 

A su vez, la legitimación material es condición necesaria para obtener decisión favorable a las pretensiones y/o excepciones, punto que se define al momento de estudiar el fondo del asunto, con fundamento en el material probatorio debidamente incorporado a la actuación.

Tratándose del extremo pasivo, la legitimación en la causa de hecho se vislumbra a partir de la imputación que la demandante hace al extremo demandado y la material únicamente puede verificarse como consecuencia del estudio probatorio, dirigido a establecer si se configuró la responsabilidad endilgada desde el libelo inicial.

3.1 Legitimación en la causa por activa

Según certificación expedida por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC
, los señores Diana Marcela Monsalve, María Ruth Segura Castañeda, Juan Francisco Contreras Blum y Héctor Meneses Molano fueron privados de la libertad por los delitos de concierto para delinquir, hurto calificado agravado y hurto agravado, razón por la cual se encuentran legitimados para actuar como víctimas directas de la restricción a su libertad. 

3.2 Legitimación en la causa por pasiva

En el caso bajo estudio, la Nación-Fiscalía General de la Nación se encuentra legitimada en la causa por pasiva, dado que contra esta entidad se dirigió la demanda y está debidamente representada por el Fiscal General de la Nación, de conformidad con los artículos 49 de la Ley 446 de 1998, 99 numeral 8 de la Ley 270 de 1996 y con la jurisprudencia de la Sala Plena de esta Sección
.

La Nación – Rama Judicial se encuentra legitimada en la causa por pasiva, pues de lo narrado en la demanda se concluye que, fue a quien se le imputó igualmente, el daño objeto de la controversia.

En relación con la legitimación material de la parte demandada, se aclara que está por determinar el sentido de la sentencia -denegatoria o condenatoria-, por lo que no se analizará ab initio, sino al adelantar el estudio que permita determinar si existió o no una participación efectiva de la demandada en la producción del daño antijurídico alegado por la parte actora.

4. Responsabilidad del Estado derivada de la privación injusta de la libertad

La Corte Constitucional, en sentencia de unificación del 5 de julio de 2018
, tras hacer un análisis exhaustivo de todas las normatividades previas aplicables, ratificó que el artículo 90 constitucional no estableció un régimen de imputación taxativo e inmutable, como tampoco impuso la aplicación de un título de imputación objetivo en aquellos casos en que se estudiara la privación injusta de la libertad a la que fue sometida una persona.

Señaló que, la aplicación de un régimen de imputación objetivo, sin que medie un profundo examen de la decisión en la cual se determine si la restricción preventiva de la libertad fue inapropiada, irrazonable, desproporcionada o arbitraria, trasgrede un precedente constitucional con efecto erga omnes, como lo es la sentencia C-037 de 1996, la cual tuvo por objeto verificar la constitucionalidad de la Ley 270 de 1996.

Por otra parte, a la luz de la sentencia de unificación del 15 de agosto de 2018
, se examinará, en primer lugar, la antijuridicidad o no del daño o, más bien, de la restricción de la libertad que padecieron los ahora demandantes; en caso de que se constate que el daño sí resultó antijurídico, se establecerá, en segundo lugar, a cuál autoridad le correspondería reparar el mencionado daño (imputación). 

Esto dijo la aludida sentencia de unificación: 

“En consecuencia, procede la Sala a modificar y a unificar su jurisprudencia en relación con los casos cuya litis gravita en torno a la responsabilidad patrimonial del Estado por privación de la libertad, en el sentido de que, en lo sucesivo, cuando se observe que el juez penal o el órgano investigador levantó la medida restrictiva de la libertad, sea cual fuere la causa de ello, incluso cuando se encontró que el hecho no existió, que el sindicado no cometió el ilícito o que la conducta investigada no constituyó un hecho punible, o que la desvinculación del encartado respecto del proceso penal se produjo por la aplicación del principio in dubio pro reo, será necesario hacer el respectivo análisis a la luz del artículo 90 de la Constitución Política, esto es, identificar la antijuridicidad del daño.

“Adicionalmente, deberá el juez verificar, imprescindiblemente, incluso de oficio, si quien fue privado de la libertad actuó, visto exclusivamente bajo la óptica del derecho civil, con culpa grave o dolo, y si con ello dio lugar a la apertura del proceso penal y a la subsecuente imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva.

“Si el juez no halla en el proceso ningún elemento que le indique que quien demanda incurrió en esa clase de culpa o dolo, debe establecer cuál es la autoridad u organismo del Estado llamado a reparar el daño.

“El funcionario judicial, en preponderancia de un juicio libre y autónomo y en virtud del principio iura novit curia, puede encausar el análisis del asunto bajo las premisas del título de imputación que considere pertinente, de acuerdo con el caso concreto y deberá manifestar de forma razonada los fundamentos que le sirven de base para ello (…)”. 

Bajo esta óptica, la Sala procederá al análisis de los hechos que resultaron probados en este asunto.

5. Caso concreto

5.1.- Lo probado en el proceso
Al plenario se aportaron, en debida forma, los siguientes elementos probatorios:

Copia de la sentencia del 7 de mayo de 2007, mediante la cual el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá absolvió de responsabilidad a los señores Diana Marcela Monsalve Moreno, Héctor Meneses Molano, María Ruth Segura Castañeda y Juan Francisco Contreras Blum por los delitos de concierto para delinquir, hurto calificado agravado y hurto agravado en el grado de tentativa
.

Constancia de notificación y ejecutoria de la sentencia del 7 de mayo de 2007, según la cual dicha decisión cobró firmeza el 15 de mayo de 2007
.

Constancia número 397-2009 proferida por la Procuraduría Décima Judicial Administrativa de Cundinamarca, mediante la cual se declaró terminado el trámite de conciliación prejudicial dentro de los tres meses que ordena la Ley 640 de 2001, puesto que no se pudo llevar a cabo la diligencia
.

Certificación de los centros penitenciarios que dan constancia del lugar y el tiempo que los demandantes estuvieron privados de la libertad, expedido por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

.

Testimonios de Estefanía Sánchez Monsalve, Eugenia Monsalve Moreno Argenis Meneses Molano, María Ruth Castañeda y Ana Aydee Meneses Molano que refieren sobre los ingresos, comportamiento y calidad humana de Héctor Meneses Molano
, Diana Marcela Monsalve Moreno, Juan Francisco Contreras Blum
 y María Ruth Segura Castañeda
.

De conformidad con las pruebas incorporadas al expediente, la Sala destaca los siguientes hechos probados, que son relevantes para decidir el asunto de fondo: 

Según sentencia del 7 de mayo de 2007, proferida por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá, es posible determinar los siguientes hechos: 

El 30 de junio de 2004, mientras el señor Daniel Alejandro García Cerón se disponía a efectuar la consignación de una determinada suma de dinero en las instalaciones de la entidad bancaria Davivienda, localizada en la carrera 13 con calle 60 de la ciudad de Bogotá D.C., un grupo de personas se le acercaron y le sugirieron que les entregara el dinero con el fin de realizar el depósito de manera rápida. Uno de los clientes advirtió de los hechos al personal de seguridad, razón por la cual los delincuentes emprendieron la huida.

Momentos después, María Ruth Segura Castañeda, Diana Marcela Monsalve Moreno, Héctor Meneses Molano y Juan Francisco Contreras Blum fueron detenidos. La primera de ellas fue capturada dentro de las instalaciones y los restantes fuera de las dependencias de la entidad financiera. 

El 24 de noviembre de 2004, la Fiscalía General de la Nación, Unidad Especializada de Terrorismo número 13, profirió resolución de acusación en contra de los sindicados, hoy en día actores, como posibles responsables a título de coautores de los delitos de concierto para delinquir, hurto calificado agravado y hurto agravado en el grado de tentativa
.

La anterior disposición fue apelada y, mediante providencia del 11 de abril de 2005, la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá confirmó la decisión
.

La sentencia proferida por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá absolvió a los sindicados para lo cual fundamentó su decisión argumentando la atipicidad de la conducta, sin embargo, la Sala advierte que al analizar la providencia proferida por el juez penal se puede evidenciar que en últimas lo que quiso poner en evidencia fue la inexistencia del hecho, lo cual señaló de la siguiente forma (se transcribe de forma literal, con posibles errores):
“2. A decir verdad, el comentado suceso no parece tener las notas de acto ejecutivo inequívoco e idóneo para tener siquiera por amenazado el bien jurídico tutelado del patrimonio económico. En efecto si la acción denotada por el verbo “apoderarse” sugiere el despliegue de un comportamiento enderezado a despojar de manera abierta, al dueño o tenedor legítimo de la cosa, una simple insinuación, como la que se hizo al señor García Cerón para que aceptara la fementida colaboración que procuraría la celeridad en el proceso de la consignación anhelada, en modo alguno puede tenerse como expresión suficiente para etiquetar el comportamiento bajo el epígrafe de una tentativa de hurto por la sencilla y elemental razón de saberse que objetivamente no se presentó ningún conato cierto del despojo del bien fungible objeto de la conducta, tanto así que las pruebas apuntan a señalar que el pretenso ofendido conservó indemne el dinero que llevaba consigo, y, además, estuvo en condiciones de rechazar libre y conscientemente la ladina proposición de sus supuestos victimarios”.

Ahora bien, en la referida sentencia se absolvió a los demandantes de los delitos anteriormente expuestos, con base a la carencia del material probatorio que permitiera concluir que los sindicados fueron autores de las conductas delictivas que se les acusaba, lo cual sostuvo en los siguientes términos (se trascribe de forma literal, incluso con posibles errores):

“(…) El reconocimiento informal y directo que el ciudadano Benítez Muñoz hizo para señalar a uno de los capturados como su pretérito victimario, no ofrece ninguna claridad ni certidumbre, en primer lugar porque finalmente no se sabe a cuál de los varios sujetos capturados se estaba refiriendo en concreto y, además, resulta altamente inverosímil que hubiera estado en condiciones de reconocer a su victimario, advirtiendo que ya no tiene el cabello largo, ni el bigote, ni las gafas que lo distinguen para el día de los hechos, pues las reglas de la lógica y la experiencia enseñan que los procesos de evocación y reconocimiento de una imagen están profundamente asociadas a la fijación de sus características visibles externas que, de ser modificadas tan sustancialmente impedirían su reconocimiento aún para el más agudo observador.

“Así, en relación con ese segundo comportamiento que se viene de glosar, por lo menos dimanan dudas insalvables que imposibilitan alcanzar la certeza alrededor del autor o autores de ese latrocinio, razones suficientes para consentir la obligada observancia del inciso 2 del artículo 7 de la Ley 600 de 2000 que recoge el postulado universal del in dubio proreo a cuya virtud debe pronunciarse un fallo absolutorio.

“Y, en lo que concierne al cargo concurrente del delito de concierto para delinquir, tampoco el protocolo penal cuenta con elementos de juicio o prueba razonablemente sustentadas que permiten asegurar categóricamente que los cinco procesados conforman una asociación delictiva de carácter permanente, con organización funcional definida y esquemas funcionales alimentados con el propósito común de cometer delitos indeterminados. El concierto para delinquir, dicho de paso, no se funda ni se deduce por la simple ocurrencia plural de sujetos en la comisión de una conducta punible, pues la coparticipación criminal puede ser simplemente momentánea y circunstancial y, en todo caso, si los presuntos delitos contra el patrimonio económico que se enrostran a los procesados acusan protuberantes deficiencias probatorias como para afirmar su existencia y la determinación firme y sólida de sus eventuales autores o participes, deviene forzoso admitir que el delito de concierto para delinquir apenas podría insinuarse como probable, hipotético y contingente, nociones evidentemente contrarias a la certeza como grado superior de conocimiento que el rito procesal penal reclama como presupuesto imprescindible para fundar un fallo de condena y, de ahí, que en relación con esa indicada ilicitud también deba absolverse a los encartados (…)”
.
Si bien el proceso penal seguido contra la señora María Ruth Segura Castañeda surgió a raíz de la captura dentro de las instalaciones de la entidad bancaria, en adición a ello, usaba prendas de vestir y carpetas con formatos similares a la de los empleados como lo expuso el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá, lo cierto es que no se logró desvirtuar su inocencia, razón por la cual esta fue absuelta.

Además, concluyó que no procedía la condena en cuanto la denuncia con base en la cual se adelantó la investigación no era elemento suficiente para probar más allá de toda duda razonable la comisión de los delitos de hurto agravado y calificado por parte de los sindicados. 
5.2. Daño Antijurídico

El daño alegado por la parte actora se encuentra probado, toda vez que los demandantes María Ruth Segura Castañeda, Diana Marcela Monsalve Moreno, Héctor Meneses Molano y Juan Francisco Contreras Blum fueron privados de su libertad durante 34 meses y 7 días, de conformidad con el material probatorio que obra en el plenario. 

Aunque las certificaciones allegadas por el INPEC no son claras respecto de la fecha de ingreso y egreso de los centros carcelarios de cada uno de los demandantes, lo cierto es que de la sentencia proferida por el Juzgado Veintinueve del Circuito de Bogotá refirió que la captura de los actores se llevó a cabo el mismo día de los hechos, es decir, el 30 de junio de 2004, como se cita a continuación (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores):

“(…) En lo que respecta al segundo requisito resalta que la captura de los procesados se produjo en estado de flagrancia. Así María Ruth Segura Castañeda fue aprendida dentro de las dependencias de Davivienda vistiendo prendas similares a las de los empleados de la entidad, situación que se comprueba con el testimonio del Subintendente quien bajo la gravedad de juramento confirma que la mujer en mención vestía prendas idénticas a las funcionarias del banco y además se le encontró un carpeta con formatos similares a los utilizados en esta entidad (…)” (se destaca).

Lo anterior coincide con las pretensiones de la demanda, en la cual la parte actora afirmó que fueron capturados el mismo día de los hechos dentro de la entidad bancaria y sus cercanías.

En cuanto a la fecha en que culminó la privación de la libertad, se debe tener presente lo consagrado en el artículo 188 de la Ley 600 del 2000
– vigente para la época de los hechos– sobre el cumplimiento inmediato de las sentencias relativas a la libertad:

“Artículo 188. Cumplimiento inmediato. Las providencias relativas a la libertad y detención, y las que ordenan medidas preventivas, se cumplirán de inmediato.

Si se niega la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la captura sólo podrá ordenarse cuando se encuentre en firme la sentencia, salvo que durante la actuación procesal se hubiere proferido medida de aseguramiento de detención preventiva” (se destaca).

Por lo anterior, la Sala puede concluir que los demandantes fueron capturados el 30 de junio de 2004 –día de los hechos- y fueron puestos en libertad el 7 de mayo de 2007 –fecha de la providencia del Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá-.

5.3.- Imputación del daño

5.3.1. Responsabilidad de la Fiscalía General de la Nación 

La Sala considera que la imposición de la medida de aseguramiento resultó, en su momento, ilegal, debido a que no cumplió con los requisitos exigidos en los artículos 355 a 357 del Código de Procedimiento Penal, Ley 600 de 2000, -norma aplicable para la época de los hechos–, para adoptar la mencionada decisión, los cuales, en su orden, disponían:


“ARTICULO 355. FINES.  La imposición de la medida de aseguramiento procederá para garantizar la comparecencia del sindicado al proceso, la ejecución de la pena privativa de la libertad o impedir su fuga o la continuación de su actividad delictual o las labores que emprenda para ocultar, destruir o deformar elementos probatorios importantes para la instrucción, o entorpecer la actividad probatoria.

“ARTICULO 356. REQUISITOS. Solamente se tendrá como medida de aseguramiento para los imputables la detención preventiva.

“Se impondrá cuando aparezcan por lo menos dos indicios graves de responsabilidad con base en las pruebas legalmente producidas dentro del proceso.
“No procederá la medida de aseguramiento cuando la prueba sea indicativa de que el imputado pudo haber actuado en cualquiera de las causales de ausencia de responsabilidad” (se destaca).

En criterio de la Sala, la medida de detención preventiva no cumplió con el requisito de legalidad, debido a que para el momento de su imposición, la Fiscalía General de la Nación Unidad Especializada de Terrorismo n.º 13 no contaba con los dos indicios graves que exigía el artículo 356 del C.P.P., vigente en el momento que ocurrieron los hechos.

Al respecto, vale la pena destacar que en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 600 del 2000
, a la Fiscalía General de la Nación le asistía el deber de adelantar una investigación integral en los procesos a su cargo, tanto de lo favorable como lo desfavorable para los sindicados; sin embargo, en el proceso penal adelantado en contra de Diana Marcela Monsalve, María Ruth Segura Castañeda, Juan Francisco Contreras Blum y Héctor Meneses Molano este ente dictó la medida de aseguramiento y fundamentó su decisión únicamente en las declaraciones en su contra, sin realizar ningún acto adicional tendiente a encontrar indicios que corroborara lo dicho por el denunciante, situación que comportó, más adelante, el fallo que dictó el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá al considerar que no existió prueba que evidencie la certeza de la conducta punible de los procesados. 

Por otra parte, de la sentencia proferida por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá hizo mención a la denuncia que presentó el ciudadano Faber Leonardo Benítez en contra de Diana Marcela Monsalve Moreno, Yelitson Martínez Gómez, María Ruth Segura Castañeda, Héctor Meneses Molano y Juan Francisco Contreras Blum por el hurto del cual fue objeto el 1 de junio de 2004. Frente al particular, se lee en el fallo penal (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores):

“(…) De otro lado, extraña que, pasado un mes de la ocurrencia de los hechos, el señor Benítez no hubiera formulado denuncia y posteriormente, tras conocer de la captura de unas personas en el Banco Davivienda relevó haber reconocido a un hombre dentro las cinco personas capturadas injustamente, sin que se hubieran podido individualizar con certeza al presunto infractor, de donde emana una duda probatoria; además las características morfológicas que indica el denunciante no coinciden con las de Yelitson Martínez Gómez, lo que descarta su participación en dicha conducta (…)”.

Así mismo, evidencia la Sala que la resolución de acusación, contenida en la providencia del 7 de mayo de 2007, tampoco se ciñó a la normativa procesal penal vigente para la época de los hechos –artículo 397
 Ley 600 de 2000–, toda vez que, como quedó visto, el hecho por el cual los actores resultaron vinculados a la investigación no existió y, adicionalmente, porque si la denuncia que presentó el señor Faber Leonardo Benítez no era apta para fundamentar la imposición de una medida de aseguramiento mucho menos lo era para sustentar una acusación, máxime cuando carecía de un requisito indispensable, es decir, ofrecer serios motivos de credibilidad. 

En ese sentido, dado que la Fiscalía General de la Nación contribuyó eficazmente a la producción del daño, toda vez que durante la fase de investigación adoptó la medida de aseguramiento y, más adelante, profirió la resolución de acusación en contra de los capturados, basada, única y exclusivamente, en medios de prueba no idóneos y sin adelantar alguna actuación tendiente a corroborar las exculpaciones de los sindicados, resulta lógico concluir que aquella está llamada a responder por los perjuicios ocasionados a los demandantes
.

Así las cosas, para la Sala no cabe duda de que en este caso las actuaciones de la Fiscalía General de la Nación resultaron desproporcionadas e injustificadas en relación con los deberes que legalmente le fueron asignados, debido a que incumplió con su deber de investigación integral y valoró subjetivamente las pruebas, circunstancias que llevaron a adoptar una medida de aseguramiento de detención preventiva en contra de los ahora demandantes, sin el cumplimiento de los requisitos legales para ello, así como también la resolución de acusación. 

La situación puesta de presente se erige como una conducta constitutiva de falla del servicio, debido a que la medida de aseguramiento impuesta a los actores no se ajustó a las previsiones legales establecidas para la adopción de este tipo de decisiones, máxime cuando de por medio se encuentran derechos fundamentales como la libertad, los cuales no pueden ser restringidos sino cuando se dan las condiciones para ello, lo cual no ocurrió en este caso, ante la evidencia de que el Fiscal no contaba con los indicios suficientes para ordenar la reclusión de los demandantes frente a los cuales solo mediaba la denuncia de una persona que no aportaron elementos o evidencias adicionales para sustentar sus afirmaciones, situación que exigía del ente investigador una actuación más acuciosa, dirigida a confrontar las versiones rendidas en contra de los ahora demandantes.
En las condiciones analizadas, la Sala concluye que se acreditaron los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado, esto es, el daño y la imputación a la entidad demandada, a título de falla del servicio, por las razones que se acaban de exponer.

De otro lado, no se acreditó en el proceso que se hubiere presentado alguno de los eventos de exoneración de responsabilidad, por las razones que pasan a explicarse a continuación.

5.4 Culpa exclusiva de la víctima

La conducta dolosa o culposa en casos como el analizado se rige por los preceptos establecidos en el derecho civil, por tanto, difiere del estudio de culpabilidad realizado por el ente investigador en sede penal. 

El artículo 63 del Código Civil dispone, de un lado, que la “[c]ulpa grave (…) consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo” y, del otro, precisa que “[e]l dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro”.

Pues bien, de los elementos probatorios obrantes en el plenario no es posible concluir que los demandantes inobservaron el “cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear”, toda vez que no se advierte que los demandantes hubieran incurrido en comportamientos dolosos o gravemente culposos que ameritaran la respectiva actuación y, de manera consecuente, justificaran la imposición de una medida restrictiva de la libertad, dado que estas decisiones no se edificaron en su comportamiento, sino en la declaración que rindió otra persona, sin que mediara prueba alguna que permitiera implicarlos con la comisión del delito de hurto calificado.

Así las cosas, la Sala carece de elementos en los que pueda estructurar el daño antijurídico causado a los actores sobre la base de la conducta de los demandantes, por tal razón, no se encuentra probada la culpa de la víctima.

Adicionalmente, tampoco se cuenta con elementos de juicio para establecer que el daño causado a los demandantes provenga de manera exclusiva y determinante de la conducta de un tercero, en este caso, de la persona que, en su momento, implicó a los señores Diana Marcela Monsalve, María Ruth Segura Castañeda, Juan Francisco Contreras Blum y Héctor Meneses Molano.

Por otra parte, el artículo 354 de la Ley 600 del 2000
 estableció la definición de la situación jurídica de los capturados como un deber en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, así como la actuación que adelantó el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá fue de la proferir el fallo en la cual declaró la inexistencia de la conducta de los sindicados, razón por la cual se debe exonerar de responsabilidad a la Nación – Rama Judicial.

Como consecuencia, la Sala revocará la decisión apelada, dado que se estima que le asiste responsabilidad patrimonial a la Fiscalía General de la Nación por la privación injusta de la libertad de la que fueron víctimas los señores Diana Marcela Monsalve, María Ruth Segura Castañeda, Juan Francisco Contreras Blum y Héctor Meneses Molano, habida consideración de que estas personas no se encontraban en el deber jurídico de soportar la limitación de este derecho fundamental, pues, tal como se indicó, la investigación concluyó porque el hecho no existió.

6. Indemnización de perjuicios
Determinada la responsabilidad que le asiste a la Fiscalía General de la Nación con ocasión de la privación de la libertad de la que fueron víctimas los hoy demandantes, la Sala procede a pronunciarse sobre los perjuicios reclamados.

6.1 Perjuicios morales

En el caso bajo estudio, la parte actora solicitó que se reconocieran, por concepto de perjuicios morales, el equivalente a 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los demandantes. 

Siguiendo lo reiterado por esta Corporación, en relación con la tasación de perjuicios morales en casos de privación injusta de la libertad se tiene que, es con apoyo en las máximas de la experiencia que hay lugar a inferir que esa situación le generó dolor moral, angustia y aflicción a la persona que, por esa circunstancia, vio afectada o limitada su libertad, perjuicio que se hace extensible a sus seres queridos más cercanos, quienes se afectaron por la situación de zozobra por la que atravesaba su familiar. 

Asimismo, respecto del quantum indemnizatorio, se ha establecido que el juez, según su prudente juicio, analizará las particularidades de cada caso en concreto, pudiendo acudir como guía de la tasación del mismo, a los criterios de unificación contenidos en la sentencia del 28 de agosto de 2014
, los cuales, se resumen en los términos del cuadro que se incorpora a continuación:
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En el sub lite, los demandantes fueron privado injustamente de la libertad por un período de 34 meses y 7 días, por lo que, en aplicación de lo establecido en la sentencia de unificación, se reconocerán los siguientes montos:

	Diana Marcela Monsalve
	 100 s.m.l.m.v.

	María Ruth Segura Castañeda
	100 s.m.l.m.v.

	Juan Francisco Contreras Blum
	 100 s.m.l.m.v.

	Héctor Meneses Molano
	 100 s.m.l.m.v.


6.2.- Perjuicios materiales

6.2.1.- Daño emergente 

En la demanda se solicitó, a título de daño emergente, el reconocimiento de $5’000.0000, a favor del apoderado por el pago de los honorarios al haber asumido su defensa dentro del proceso penal y el reconocimiento de $50´000.000, a favor de Diana Marcela Monsalve Moreno, por remate en pública subasta, del inmueble ubicado en la ciudad de Bucaramanga.

Tal y como lo ha puesto de presente esta Subsección, el reconocimiento de perjuicios materiales en casos de privación de la libertad o de restricción jurídica de la libertad dependerá de las probanzas del proceso, en este caso, de lo que la parte demandante logre demostrar que debió asumir como consecuencia del proceso penal que afrontó, en razón de la medida de aseguramiento de la que fue objeto de manera injusta.

En tal medida, solamente pueden indemnizarse a título de daño emergente los valores que efectivamente empobrecieron a la víctima o que debieron sufragarse como consecuencia de la ocurrencia de la privación injusta de la libertad. 

Al revisar el expediente, en relación con el pago de los honorarios a favor del apoderado, observa la Sala que no obra elemento probatorio alguno que acredite que los demandantes incurrieron en los referidos gastos, razón por la cual se negará este rubro.

Respecto del pago de $50´000.000 a favor de Diana Marcela Monsalve Moreno por remate en pública subasta del inmueble identificado anteriormente, la parte actora allegó certificado de tradición expedido por la oficina de registro de instrumentos públicos de Bucaramanga, en el que consta que el Juzgado Diecisiete Civil Municipal de Bucaramanga ordenó el 19 de diciembre de 2003, la inscripción de la medida cautelar de embargo del bien inmueble y su posterior adjudicación por remate judicial el 1 de marzo de 2006
.

La Subsección advierte que no se demostró la relación del daño alegado por la parte actora con el proceso adelantado por el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá, por ende, no se accede a la indemnización solicitada.

6.2.2.- Lucro cesante

En la demanda se solicitó a favor de cada uno de los demandantes la suma de dinero de $15’000.000 o la cantidad que se determine por dictamen pericial por concepto de los salarios dejados de percibir.
La Sala advierte que, si bien en el proceso no obra prueba que permita establecer el vínculo laboral que ostentaban los actores cuando fueron capturados, lo cierto es que del acervo probatorio sí se desprende que cada uno ellos desarrollaba una actividad productiva para la fecha de su captura.

Al respecto, se tiene que, según los testimonios rendidos dentro del proceso de reparación directa, la señora Estefanía Sánchez Monsalve señaló las actividades económicas a la que se dedicaban los señores Monsalve Moreno y Contreras Blum (se trascribe de manera literal, con posibles errores incluidos):

“(…) PREGUNTADO: Infórmele al Despacho si sabe o le consta a qué se desempeñaba profesionalmente o laboralmente los señores DIANA MARCELA MONSALVE y JUAN FRANCISCO CONTRERAS con anterioridad a ser detenidos, en caso afirmativo indíquele al despacho si sabe o le consta cuales eran sus ingresos mensuales. CONTESTÓ: Sí, ella siempre ha sido estilista va a casas o a veces trabaja en salas de belleza pues también trabaja por los recomendados y amigos de ella y él es vendedor informal de calzado compra sandalias en el momento y vende, los ingresos eran como para los gastos y para suplir las necesidades del hogar, exactamente no sé cuánto (…)”
 (se destaca).

Por su parte, la señora María Ruth Castañeda hizo mención en su declaración a la actividad laboral que desempeñaba la señora María Ruth Segura Castañeda (se transcribe de manera literal, incluso con posibles errores):

“(…) CONTESTO: Ella vivía con un muchacho, YELINSON MARTÍNEZ y trabajaban en el restaurante de la señora Lilia, en la cocina, ubicado en como en la 18 en la ciudad de Bogotá pero no sé exactamente la dirección (…) PREGUNTADA: Antes de ser detenida su hija a que actividad laboral se dedicaba. CONTESTO: Ella estaba trabajando en el restaurante de Doña Lilia y me ayudaba económicamente, me enviaba plata de su sueldo (…)” (se destaca).

A su vez, la señora Argenis Meneses Molano declaró respecto de las labores que desempeñaba el señor Héctor Meneses Molano de la siguiente forma (se transcribe de forma literal, incluso con posibles errores):

“(…) PREGUNTADO: DIGALE AL DESPACHO SI SABE QUE INGRESOS TENIA SU HERMANO EN LA ÉPOCA. CONTESTÓ: él se ganaba entre un millón y millón doscientos. A él le iba bien (…) PREGUNTADO: DIGALE AL DESPACHO, COMO MANIFESTÓ ANTERIORMENTE, EN QUE LE AYUDABA EL SEÑOR HÉCTOR MENESES, CONTESTÓ: me ayudaba en todo lo que necesitaba, en la comida, él era mi mano derecha (…)”.

A juicio de la Sala, estas declaraciones permiten establecer que, antes de ser detenidos, los mencionados actores desarrollaban una actividad productiva, pero como las pruebas que obran en el expediente no son suficientes para acreditar el monto que aquellos devengaban por su actividad laboral, la Sala aplicará la regla jurisprudencial según la cual toda persona que se encuentre en edad productiva devenga, por lo menos, el salario mínimo legal vigente.

En virtud de lo anterior, se calculará el lucro cesante en favor de cada uno de los demandantes partiendo desde la fecha de captura de los actores– 30 de junio de 2004 - hasta la fecha en que el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá profirió fallo ordenando la libertad de los sindicatos – 7 de mayo de 2007, tal y como se explicó anteriormente.

S = Ra (1+ i)n - 1 

         I

Donde:

S = Es la indemnización a obtener.

Ra = Ingreso base de liquidación 

i= Interés puro o técnico: 0,004867

n= Número de meses que comprende el período de la indemnización: 34,23 meses. 

S = $828.116 (1+ i) 34,23 - 1
                         0,004867

S = $30’763.196,78.

La Sala no reconocerá, en la liquidación, el 25% adicional por concepto de prestaciones sociales, puesto que los ahora demandantes no demostraron que para la época de los hechos hubieran tenido un vínculo laboral, por el contrario, las pruebas aportadas indican que trabajaban de manera independiente como vendedores ambulantes
.

Por la misma razón, la Sala se abstendrá de reconocer indemnización por el lapso que una persona requiere para conseguir trabajo luego de recobrar su libertad, pues aunada a la condición de trabajador independiente que se predica sobre los actores, no se acreditó en el proceso que luego de la detención hubiere intentado emplearse sin haberlo logrado.

Entonces, el monto a reconocer por concepto de lucro cesante corresponde a: $30’763.196,78 en favor de cada uno de los demandantes. 

7. Costas

En vista de que no se observa en este caso temeridad o mala fe en el actuar de las partes, la Sala se abstendrá de condenar en costas, de conformidad con lo previsto en el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de primera instancia proferida el 12 de octubre de 2011 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B. En su lugar, se dispone:

1.- DECLARAR patrimonial y extracontractualmente responsable a la Nación - Fiscalía General de la Nación de los perjuicios que los señores Diana Marcela Monsalve, María Ruth Segura Castañeda, Juan Francisco Contreras Blum y Héctor Meneses Molano sufrieron como consecuencia de la privación injusta de la libertad del que fueron víctimas.

2.- CONDENAR a la Nación - Fiscalía General de la Nación a pagar por concepto de perjuicios morales, los siguientes valores:

	Diana Marcela Monsalve
	100 s.m.l.m.v.

	María Ruth Segura Castañeda
	100 s.m.l.m.v.

	Juan Francisco Contreras Blum
	 100 s.m.l.m.v.

	Héctor Meneses Molano
	 100 s.m.l.m.v.


3.- CONDENAR a la Nación- Fiscalía General de la Nación a pagar a los señores Diana Marcela Monsalve, María Ruth Segura Castañeda, Juan Francisco Contreras Blum y Héctor Meneses Molano, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de $30’763.196,78 a favor de cada uno de ellos.

4.- Negar las demás pretensiones de la demanda.

5.- Sin condena en costas.

6.- Las condenas se cumplirán en los términos de los artículos 176 a 178 del Código Contencioso Administrativo.

7.- EXPEDIR al apoderado de la parte actora que ha venido actuando las copias auténticas con las constancias de que trata el artículo 115 del C.P.C. 
TERCERO: Ejecutoriada esta providencia devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
COPIÉSE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MARÍA ADRIANA MARÍN

MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO
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� Folios 24 a 36 del cuaderno número 1.
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� Folios 212 a 218 de cuaderno principal.
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� Para tal efecto puede consultarse el auto proferido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el 9 de septiembre de 2008, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, expediente 11001-03-26-000-2008-00009-00, actor: Luz Elena Muñoz y otros.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de febrero de 2002, expediente 13.622, C.P. María Elena Giraldo Gómez, reiterado en sentencia del 28 de septiembre de 2017, expediente 52.118. Al respecto puede consultarse igualmente el auto proferido el 19 de julio de 2010, expediente: 37.410, C.P. Mauricio Fajardo Gómez y sentencia del 23 de noviembre de 2017, expediente 54.308, entre otras.
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� Folio 12 del cuaderno de pruebas número 2.


� “Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia”.


� "Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan otras disposiciones"


� Ley 640 de 2001. Art. 20. “Audiencia de conciliación extrajudicial en derecho. Si de conformidad con la ley el asunto es conciliable, la audiencia de conciliación extrajudicial en derecho deberá intentarse en el menor tiempo posible, y, en todo caso, tendrá que surtirse dentro de los tres (3) meses siguientes a la presentación de la solicitud. Las partes por mutuo acuerdo podrán prolongar este término.”


Ley 640 de 2001. Art. 21. “Suspensión de la prescripción o de la caducidad. La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2º de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable.”
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� El término vencía el domingo 16 de agosto de 2009, sin embargo se toma el día siguiente hábil, es decir, el martes 18 de agosto del mismo año, en razón a que el lunes fue festivo.


� Folio 19 del cuaderno número 1.


� Folios 324 y 325 del cuaderno principal.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, auto del 25 de septiembre de 2013, exp: 20420, C.P. Enrique Gil Botero.


� Corte Constitucional, sentencia de unificación del 5 de julio de 2008, exp: T-6.304.188 y T-6.390.556, M.P. José Fernando Reyes Cuartas.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de unificación jurisprudencial del 15 de agosto de 2018, exp: 46.947, C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera


� Folios 1 a 12 del cuaderno de pruebas número 2.


� Folio 12 del cuaderno de pruebas número 2.


� Folios 18 y 19 del cuaderno de pruebas número 2.


� Folios 280, 281 y 323 a 325 del cuaderno principal.


� Mediante providencias del 2 de noviembre de 2016, 14 y 29 de septiembre de 2017 y 9 de marzo de 2018, la Sala decretó como prueba de oficio certificación que aclarara y rectificara lo plasmado en el oficio 2017EE0002307 de 13 de marzo de 2017 expedido por el INPEC mediante el cual se allegó información que no era precisa respecto al tiempo de reclusión de los demandantes, razón por la cual, se ordenó oficiar nuevamente indicando si los señores Diana Marcela Monsalve Moreno, María Ruth Segura Castañeda, Juan Francisco Contreras Blum y Héctor Meneses Molano fueron privados de su libertad en virtud del proceso penal 2007-0122 que adelantó el Juzgado Veintinueve Penal del Circuito de Bogotá, el tiempo de reclusión y los respectivos centros carcelarios.


En memorial del 11 de mayo de 2018, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) allegó lo requerido


� Folios 20 a 23 del cuaderno de pruebas número 2.


� Folios 27 a 32 del cuaderno de pruebas número 3.


� Folios 30 a 32 del cuaderno de pruebas número 4.


� Folio 2 del cuaderno de pruebas número 2.
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� Artículo 20: “Investigación integral. El funcionario judicial tiene la obligación de investigar tanto lo favorable como lo desfavorable a los intereses del imputado”.


� “Artículo 397. Requisitos sustanciales de la Resolución de Acusación. El Fiscal General de la Nación o su delegado dictarán resolución de acusación cuando esté demostrada la ocurrencia del hecho y exista confesión, testimonio que ofrezca serios motivos de credibilidad, indicios graves, documento, peritación o cualquier otro medio probatorio que señale la responsabilidad del sindicado” (se resalta). 


� En este sentido consultar sentencia reciente del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A del 29 de noviembre de 2018, exp: 61061.
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Si el sindicado no estuviere privado de la libertad, el plazo para resolver situación jurídica será de diez (10) días contados a partir de la indagatoria o de la declaratoria de persona ausente. El Fiscal General de la Nación o su delegado dispondrán del mismo término cuando fueren cinco (5) o más las personas aprehendidas, siempre que la captura de todas se hubiere realizado en la misma fecha”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, expediente: 36.149, Magistrado Ponente: Hernán Andrade Rincón (E).
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� Folios 27 a 29 del cuaderno de pruebas número 3.


� En este mismo sentido, se pronunció la Subsección A de la Sección Tercera, en sentencia de 3 de agosto de 2017. expediente 51.017.





